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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el representante legal de la Secretaría de Salud y Seguridad Social del Municipio de Pereira, contra el fallo proferido por el Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en la acción de tutela instaurada en su contra y de otras entidades por la señora LUZ AMPARO NIETO HENAO. 

2.- DEMANDA 

En el escrito de tutela la señora NIETO HENAO manifestó entre otras cosas: (i) desde el 05-12-12 se encuentra afiliada al SISBEN y la atienden en el Hospital San Joaquín de esta capital; (ii) debido a sus quebrantos de salud, en especial la artritis reumatoidea, fue remitida al médico internista quien consideró necesaria una valoración por reumatología; (iii) acudió al Hospital San Jorge a pedir cita, y allí le informaron que carecen de ese servicio, por lo que la remitieron a la oficina de atención al usuario de la Gobernación, donde le indicaron que debía esperar a pertenecer a una EPS-S para que pudiera acceder al servicio de reumatología; y (iv) a la fecha no ha sido posible obtener la atención que necesita y el tratamiento que se le está brindando además de no surtir efectos positivos, le genera efectos secundarios, situación por la cual considera que se están vulnerando sus derechos fundamentales a la salud y a la vida digna. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado de conocimiento admitió la demanda y vinculó tanto a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, como a la Municipal de Pereira, a quienes les corrió traslado de la actuación y les concedió un término de dos días para contestar, en virtud a la cual respondieron:

- La representante de la Secretaría de Salud Departamental informó que en esas oficinas no reposaba ninguna solicitud relacionada con la pretensión de la tutela, por lo que no es posible afirmar que hubo negación o demora en el trámite; sin embargo, con base en lo demandado se tramitó la orden de apoyo N°33168 a nombre de la señora LUZ AMPARO y con destino a la IPS MEDIFARMA S.A.S, autorización que le sería entregada para que gestionara la cita para su atención médica.
Aclara que esa entidad no es una institución prestadora de servicios de salud y por ello no está en contacto con los usuarios en calidad de pacientes, y para atender los requerimientos de la población debe esperar que los interesados o las instituciones de la red pública responsables de la atención en salud alleguen las prescripciones médicas para su autorización, lo cual no había sucedido en este caso.
Acorde con lo anterior pide negar el amparo de los derechos reclamados, en lo que tiene que ver con esa instancia, pero sugiere ordenarle a la Secretaría de Salud Municipal de Pereira que agilice los trámites relacionados con la asignación de una EPS dentro del régimen subsidiado.

- El representante legal de la Secretaría de Salud y Seguridad Social del Municipio de Pereira aseguró, entre otras cosas, que la señora LUZ AMPARO se encuentra inscrita en la base de datos del SISBEN III, mediante ficha 988710, puntaje 19.31, nivel 1; no obstante, no está validada en la página de la Dirección Nacional de Planeación (DNP), requisito sin el cual no es posible acceder al régimen subsidiado en salud, de acuerdo a las normas aplicables.
A pesar de lo anterior, para el caso de la enfermedad que padece, la Secretaría de Salud Departamental es quien debe garantizarle la atención integral de II, III y IV nivel de complejidad, ello de conformidad con el artículo 49 de la Ley 715, lo cual se hace por intermedio de la red pública departamental (Hospital San Jorge) y la red privada contratada.

El hecho de que la actora no se encuentre afiliada a una EPSS, no indica que se le estén vulnerando derechos o garantías fundamentales, puesto que su atención ha sido suplida en primera instancia por la ESE Salud Pereira (Nivel 1), y en segunda instancia por la Secretaría Departamental de Salud por intermedio del Hospital Universitario San Jorge y la IPS MEDIFARMA S.A.S.

3.2.- Una vez agotado el término constitucional el juez a quo profirió fallo mediante el cual concedió las pretensiones, al considerar que lo ocurrido con la actora es un hecho que constituye la vulneración efectiva de los derechos que se reclaman, y en ese sentido en atención a que para el momento de esa decisión ya se había autorizado la valoración por especialista en reumatología, solo quedaba pendiente lo relacionado con la asignación de la EPS, y por ello le ordenó a la Secretaría de Salud y Seguridad Social de Pereira que de manera inmediata le asigne una EPS-S a la señora NIETO HENAO.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término pertinente, el representante legal de la Secretaría de Salud y Seguridad Social del Municipio de Pereira presentó memorial mediante el cual manifestó que impugnaba la decisión y además de reiterar los argumentos expuestos en la demanda de tutela, adujo: (i) la señora LUZ AMPARO no se encuentra validada en la página de la Dirección Nacional de Planeación (DNP), requisito sin el cual no puede acceder a ser beneficiario del régimen subsidiado en salud, puesto que mientras esto suceda el Gobierno Nacional no asigna el valor de la UPC que respalda el gasto o el subsidio de la afiliación a la EPS-S. Ese ente territorial podría estar inmerso en un proceso de responsabilidad fiscal al afiliar una persona que no cumple con los requisitos mínimos exigidos por las normas legales vigentes; (ii) el hecho que la accionante no se encuentre afiliada, no significa que se estén vulnerando sus derechos, puesto que su atención está siendo suplida en calidad de población pobre no asegurada; (iii) considera que la Secretaría de Salud Departamental no puede supeditar al proceso de afiliación a la continuidad del tratamiento de la peticionaria, porque hasta que ésta cumpla los requisitos sigue siendo vinculada; y (iv) finalmente transcribe varias normas relacionadas con el tema para pedir que se aclare el fallo de tutela, en el sentido que esa Secretaría no ha vulnerado ningún derecho fundamental de la señora LUZ AMPARO, y que una vez sea validado su registro del SISBEN en la base de datos de la Dirección Nacional de Planeación, se proceda a expedir la carta de autorización para su afiliación a una EPS; además, que corresponde a la entidad departamental garantizar la atención integral en los niveles II, III, IV en lo POS y no POS. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto concedió el amparo constitucional, pero específicamente, en cuanto dispuso que la Secretaría de Salud y Seguridad Social del Municipio de Pereira debía realizar las gestiones pertinentes para asignarle una EPS-S a la señora LUZ AMPARO NIETO HENAO.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela constituye el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se trate de evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

En esta oportunidad la inconformidad que presenta el representante de la entidad impugnada, hace referencia única y exclusivamente al hecho de que se le haya ordenado realizar las gestiones pertinentes para asignarle una EPS-S a la actora, lo anterior por cuanto la señora LUZ AMPARO no cumple aún con los requisitos legales para esa asignación.

Frente a lo anterior advierte la Colegiatura que de conformidad con lo dispuesto en la Ley 715 de 2001, la competencia para gestionar la asignación de una EPS-S que proteja la salud de la actora, radica en la Administración Municipal de Pereira como escuetamente lo indicó el fallo de primera instancia.  

Precisamente sobre ese particular tópico, en la sentencia T-213/06 la H. Corte Constitucional reiteró lo siguiente:
“La administración del Régimen Subsidiado le corresponde a las Direcciones Locales, Distritales o Departamentales de Salud, las cuales suscribirán contratos de administración del subsidio con las entidades promotoras de salud EPS que afilien a los beneficiarios del subsidio. Estos contratos se financiarán con los recursos del Fondo de Solidaridad y Garantía y los recursos del subsector oficial de salud que se destinen para el efecto. Las EPS que afilien a los beneficiarios del régimen subsidiado prestarán, directa o indirectamente, los servicios contenidos en el plan de salud obligatorio.[9]
 
De otro lado, Ley 60 de 1993 en su artículo 30 y en concordancia con los artículos 356 y 357 de la Carta Política, consagra que el SISBEN es el Sistema de Selección de Beneficiarios para Programas Sociales y principal instrumento con el que cuentan las autoridades de las Entidades Territoriales para focalizar el gasto social descentralizado. Sirve para seleccionar a los beneficiarios de los programas sociales dirigidos a los sectores más pobres y vulnerables de la población colombiana que son financiados, principalmente, con los recursos provenientes de las transferencias intergubernamentales.
 
Este sistema de selección se hace en los Municipios, bajo la responsabilidad de las alcaldías, previa solicitud del ciudadano. Una vez hecha la clasificación, el informe se remite a las Direcciones Seccionales de Salud, para proceder a la asignación de una ARS
, tal como lo ha dicho esta Corporación:  siguiendo la normativa legal y la jurisprudencia en mención, la asignación de una A.R.S. está sometida a procedimientos administrativos que la Corte no puede ignorar ni pasar por alto, pero sí está obligada, como guardiana de los derechos fundamentales a poner de presente que el accionante, estando ya dentro del sistema Sisben y como beneficiario del Régimen Subsidiado, puede exigir  la asignación de una A.R.S. y la prestación de los servicios de salud a las entidades públicas que están en condiciones de subsidiar los servicios de salud que necesite, máxime cuando se trata de una enfermedad catastrófica. De otro lado debe también  hacerse efectivo el principio de prevalencia del derecho sustancial consagrado en el artículo 228 de la Constitución y proteger el derecho a la salud y a la vida cuando se evidencian amenazados. (Se subraya) ”

De esa manera se entiende que la asignación de una EPS-S es un proceso que se realiza a partir de la liberación de cupos o la apertura de unos nuevos, y que está directamente relacionada con la disponibilidad de los mismos por parte de las administraciones Municipales. Además, merced a la identificación de potenciales usuarios que se hace por intermedio de las encuestas que realiza el SISBEN, son muchas las personas que en la actualidad se encuentran en lista de espera para entrar a disfrutar de beneficios como la determinación de la Empresa Prestadora de Servicios de Salud Subsidiado a la cual quedarán afiliados, entre otros. Siendo así, el hecho de portar el carné del SISBEN no significa que automáticamente se acceda al disfrute de los servicios, como acontece en el presente asunto.

Acorde con lo dicho, es claro que por vía de tutela sólo de manera excepcional se puede ordenar que se alteren esos turnos con miras a asegurar la atención a determinada persona, circunstancia que no generaría una situación de desigualdad por cuanto es obvio que si la orden del juez se expide de ese modo, es porque en realidad las condiciones de vulnerabilidad de la persona son especiales. 

Tal es el caso de la señora LUZ MARINA, persona que padece artritis reumatoide y obesidad
, enfermedades que ofrecen una serie de complicaciones diarias que impiden el goce de la vida en condiciones dignas, más aún si no se cuenta con el apoyo de una Empresa Promotora de Salud que impulse el trámite normal de la prestación de servicios que llegare a necesitar, sin necesidad de acudir a uno y otro lado en procura de una autorización, razón por la cual es urgente que se le asigne una EPS.S que se encargue de sus problemas de salud y le brinde el apoyo directo que necesita para contrarrestar los problemas que la aquejan. 

Por lo anterior se puede decir que el caso puesto bajo análisis en realidad merece un trato especial y diferente, dadas las características que presenta la paciente que acudió ante el juez constitucional para efectos de obtener un alivio a su situación; y, por tanto, a juicio de esta magistratura la decisión de primera instancia se encuentra ajustada a derecho y contrario a lo pedido debe ser convalidada.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
� Hoy EPS.


� En igual sentido se puede consultar la sentencia T-964 de 2008 en la cual la H. Corte Constitucional ordenó que la Secretaría de Salud Municipal de Ibagué le asignara una EPS-S a una menor que padecía de “displasia de cadera bilateral”.


� Cfr. folio 9.
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